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TRIBUNAL SUPERIOR DE DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA

SALA DE DECISIÓN LABORAL

Providencia: 

     Auto de Segunda Instancia, 20 de octubre de 2016
Radicación No: 
                    66001-31-05-002-2006-00057-01
Proceso: 

    Ejecutivo Laboral.

Demandante:

    Eduardo Humberto Sanz Gutiérrez
Demandado:

    Colpensiones
Juzgado de origen:
    Segundo Laboral del Circuito de Pereira 
Magistrado Ponente:
    Francisco Javier Tamayo Tabares
Tema a Tratar:          
 Control de legalidad. Concepto y límites: El ejercicio de este control de legalidad, como lo señala la norma, impone que el Juez una vez agotada cada etapa del proceso, revise si el mismo está inmerso en los parámetros legales o bien ha superado dichos márgenes, debiendo en este caso adoptar las medidas que estime pertinente para encauzarla. En un principio y por la redacción de la norma, se podría decir que el ejercicio de tal deber es preclusivo para el Juez, esto es, que una vez agotada una etapa y llevada a cabo la siguiente, no puede volver sobre aspectos que afecten la validez de la primera. Sin embargo, estima esta Sala que dicha intelección es equivocada, dado que si existen situaciones erradas y relevantes que afecten los derechos de las partes litigantes, sin importar la etapa en la que se encuentre, el Juez debe buscar el restablecimiento de las garantizas de los participantes del proceso. Por ello, se insiste, esta facultad no es preclusiva. Lo que si no puede hacerse, en uso del control de legalidad, es desconocer decisiones que, el superior jerárquico, en uso de la misma facultad ha efectuado sobre las actuaciones adelantadas. Recuérdese que la estructura de la rama judicial implica la existencia de instancias jerárquicamente ordenadas, lo que implica el respeto y acatamiento de las decisiones adoptadas por el superior jerárquico, siendo incluso, el desconocimiento del pronunciamiento del superior una causal de anulación de la actuación (num. 2º art. 133 CGP). Y ello tiene como potísima razón el respeto y la salvaguarda del principio de la seguridad jurídica y a la confianza legítima, aspectos ambos que gobiernan el derecho fundamental de acceso a la administración de justicia y que imponen el cierre de debates.
OBJETO.
La Sala Laboral del Tribunal Superior de Pereira, en su Sala de decisión No. 03, procede a desatar el recurso de apelación interpuesto por el apoderado judicial de la parte ejecutante, contra el auto proferido el 27 de mayo de 2016, por el Juzgado Segundo Laboral del Circuito de Pereira, dentro del proceso ejecutivo a continuación del ordinario laboral promovido por Eduardo Humberto Sanz Gutiérrez a Colpensiones. 
Previamente se discutió y aprobó el proyecto elaborado por el Magistrado Ponente, el cual corresponde al siguiente,

AUTO:
1. Antecedentes.

Con auto del 22 de octubre de 2014, se libró orden de pago a favor del señor Sanz Gutiérrez, teniendo como base de recaudo la sentencia de la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia del 22 de noviembre de 2011, mediante la cual se casó la sentencia de este Tribunal, se revocó la de primer grado y se dispuso el reconocimiento y pago de la pensión al demandante. En dicha providencia se dispuso dar orden de pago a favor del demandante por el valor del retroactivo causado entre el 1º de junio de 2006 y el y el 31 de mayo de 2013, por los réditos moratorios sobre dicho valor, desde el 1º de junio de 2006, por la diferencia de las mesada pensional calculada y la indexación de dichas diferencias, dicha decisión fue modifica por esta Corporación mediante providencia del 25 de junio de 2015, ordenándose que se librará orden de pago también por la mesada 14.

Surtido el trámite propio del proceso ejecutivo, sin que la entidad propusiera excepciones, se dispuso la liquidación del crédito. Al entrar a calificar la liquidación efectuada por la parte ejecutante, la Jueza a quo, en ejercicio del control de legalidad contemplado en el numeral 12 del artículo 42 del CGP, dispuso, mediante la providencia apelada, modificar el mandamiento de pago, imponiendo los réditos legales por los moratorios ordenados en el primigenio auto de pago, para lo que adujo que los mismos no contaban con sustento en el titulo ejecutivo, amén que la sentencia no los refiere.

El apoderado de la parte ejecutante estuvo en desacuerdo con la decisión, indicando que no se trata de una modificación al mandamiento de pago, sino uno nuevo que niega parte de la ejecución. Estima que el control de legalidad sobre la orden de pago inicial, sin duda ya fue adelantada por este Tribunal cuando desató la inicial apelación, quedando allí confirmados los réditos moratorios. Destaca que la Jueza no podía adelantar el control de legalidad sobre la ejecución, en primera medida por la etapa en la que se encontraba el proceso de ejecución, pues ello desconocería la seguridad jurídica y, en segundo lugar, reiterando que esta Sala ya había ejercido control de legalidad sobre la orden de pago. Destaca que la sentencia de la Corte Suprema de Justicia que sirve de base de recaudo a este proceso ordenó pensionar al ejecutante conforme a las pautas de transición, con efectos retroactivos y, si ello no se cumplió en debida forma, genera una mora de la entidad, la cual junto a la misma providencia conforman un título complejo.

CONSIDERACIONES:

El problema jurídico que debe resolver esta Colegiatura, se puede sintetizar en el siguiente interrogante:

¿Es posible en esta etapa del proceso dejar sin efecto parte del mandamiento de pago librado, en ejercicio del control de legalidad?
El artículo 48 del CPLSS establece que el Juez es el director del proceso y, como tal, debe adoptar todas las medidas que sean necesarias para que el proceso se desarrolle de manera ágil y rápida y las partes encuentren plena satisfacción de sus garantías procesales. Para cumplir tal misión, el juez tiene varios deberes a cumplir, los cuales están señalados en el canon 42 del CGP, destacándose de ellos el control de legalidad que debe agotar a cada etapa del proceso, con el fin de evitar futuras decisiones inhibitorias o nulidades, que den al traste con la celeridad que debe imprimirse a los procesos.

El ejercicio de este control de legalidad, como lo señala la norma, impone que el Juez una vez agotada cada etapa del proceso, revise si el mismo está inmerso en los parámetros legales o bien ha superado dichos márgenes, debiendo en este caso adoptar las medidas que estime pertinente para encauzarla. En un principio y por la redacción de la norma, se podría decir que el ejercicio de tal deber es preclusivo para el Juez, esto es, que una vez agotada una etapa y llevada a cabo la siguiente, no puede volver sobre aspectos que afecten la validez de la primera. Sin embargo, estima esta Sala que dicha intelección es equivocada, dado que si existen situaciones erradas y relevantes que afecten los derechos de las partes litigantes, sin importar la etapa en la que se encuentre, el Juez debe buscar el restablecimiento de las garantizas de los participantes del proceso. Por ello, se insiste, esta facultad no es preclusiva. 

Lo que si no puede hacerse, en uso del control de legalidad, es desconocer decisiones que, el superior jerárquico, en uso de la misma facultad ha efectuado sobre las actuaciones adelantadas. Recuérdese que la estructura de la rama judicial implica la existencia de instancias jerárquicamente ordenadas, lo que implica el respeto y acatamiento de las decisiones adoptadas por el superior jerárquico, siendo incluso, el desconocimiento del pronunciamiento del superior una causal de anulación de la actuación (num. 2º art. 133 CGP). Y ello tiene como potísima razón el respeto y la salvaguarda del principio de la seguridad jurídica y a la confianza legítima, aspectos ambos que gobiernan el derecho fundamental de acceso a la administración de justicia y que imponen el cierre de debates.

Pues bien, en el caso puntual se tiene que el primer mandamiento de pago fue objeto de apelación por el ejecutante, incluso por el tema de los intereses moratorios, razón por la cual esta Sala, con ponencia de quien aquí cumple igual condición, se pronunció con providencia del 25 de junio de 2015 –fls. 534 y ss.-. En aquella ocasión, frente a los intereses moratorios y su orden de pago con sustento en la sentencia de casación, se dijo lo siguiente:

“Aunque, en el sub-lite, tal condena impuesta en casación, que sirve de recaudo en esta ejecución, no se refleja en la sentencia, lo que en principio no habilitaría al juez de la ejecución para librar condena por la ameritada condena, sin embargo, los intereses necesariamente se generan en el marco del proceso ejecutivo, por cuanto penden obligatoriamente del retardo en la satisfacción de la deuda principal, en virtud del incumplimiento de la obligación principal (retroactivo)”.
Es evidente que esta Sala se pronunció de manera expresa sobre la procedencia de los intereses moratorios en este caso, decisión que se tornaba vinculante para la a quo y que impedía la modificación del mandamiento de pago en este aspecto. El control de legalidad ejercido, en el auto apelado, contradice la seguridad jurídica y la confianza legítima que la parte ejecutante depositó en la administración de justicia, pues sin duda disponer que no procedían los réditos moratorios iba en contravía con la decisión de esta Sala que ya había sentado de manera expresa y clara, la procedencia de los mismos.

Distinta es la situación, en cuanto a la fecha desde la cual proceden los réditos, amén que se mencionó en la providencia dictada por esta Corporación el 25 de junio de 2015, que ese tema sí estaba en discusión, a la espera de las excepciones que pudiera proponer la entidad ejecutada o bien en el ejercicio del control de legalidad.

Por tanto, estima que esta Sala que le asiste razón a la parte apelante, pues la decisión dispuesta en el auto atacado desconoce el pronunciamiento que hizo esta Corporación, siendo forzoso revocar la decisión y en su lugar ordenarle a la falladora de primer grado que estudie sobre la aprobación de la liquidación del crédito presentada por la parte ejecutante.

Sin costas, a pesar de la prosperidad del recurso, atendiendo que la decisión que se revoca provino del control de legalidad de la juzgadora a quo y no de la intervención de la sociedad ejecutada.     
En mérito de lo expuesto, la Sala Laboral del Tribunal Superior de Distrito Judicial de Pereira – Risaralda

RESUELVE

Revocar el auto del 27 de mayo de 2016, dictado por el Juzgado Segundo Laboral del Circuito de Pereira, en el proceso de la referencia y en su lugar, ordenar que se continúe el trámite del proceso ejecutivo y se estudie la liquidación del crédito presentada por la parte demandante.

Costas en esta instancia no se causaron.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES

   Magistrado


-ausencia justificada-
ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN         OLGA LUCIA HOYOS SEPÚLVEDA                                                                                                 

Magistrada                                           Magistrada
Alonso Gaviria Ocampo
Secretario
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